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SEGUNDO INFORME TRIMESTRAL DEL SECRETARIO GENERAL

SOBRE LA SITUACIÓN EN HAITÍ, DE CONFORMIDAD CON LA RESOLUCIÓN
AG/RES. 2058 (XXXIV-O/04)

INTRODUCCIÓN

En este segundo informe del Secretario General al Consejo Permanente, de conformidad con el párrafo 15 de la resolución AG/RES. 2058 del 8 de junio de 2004, se describe la situación imperante en Haití entre el mes de septiembre y principios de diciembre del presente año.

A lo largo de todo este período la Misión Especial ha colaborado estrechamente con la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) y con toda la comunidad internacional. Conforme a lo dispuesto en el Memorando de Entendimiento suscrito de común acuerdo por las Naciones Unidas y la OEA el 3 de noviembre, se ha establecido una Comisión de Cooperación Electoral (CCE). La Misión participa en tres comités que se han establecido para hacer efectivo el seguimiento del Marco de Cooperación Provisional: el Comité de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR), el Comité de Justicia y Derechos Humanos y el Comité de Elecciones. La Misión sigue participando en las reuniones bisemanales de la Plataforma de Cooperación Policial. Forma parte del “Grupo Básico” establecido de conformidad con la resolución 1542 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para conjugar la labor de las embajadas, las instituciones financieras internacionales y los organismos del sistema de las Naciones Unidas, bajo la presidencia del Representante Especial del Secretario General (RESG) de las Naciones Unidas.

SITUACIÓN POLÍTICA, DERECHOS HUMANOS Y PROCESO ELECTORAL

La situación política sigue siendo inestable. También preocupa la situación de seguridad. La Misión Especial adoptó medidas preventivas más severas como garantía de la seguridad de su personal. Se han restringido los viajes, y en algunos casos los horarios de trabajo. En especial en las provincias se ha hecho más ostensible la presencia de ex militares que cumplen funciones policiales con la aprobación de segmentos de la población en general. La cuestión del desarme, aunque es objeto de estudio sigue siendo un objetivo difícil de alcanzar.

Merece atención la situación de los derechos humanos. Entidades nacionales e internacionales de derechos humanos han denunciado, en especial, incidentes recientes ocurridos en Fort National y en la Penitenciaría Nacional. En esos y otros casos se requieren investigaciones serias. Organizaciones de derechos humanos han criticado también la desaparición de la mayor parte de las pruebas en el caso de Jean Dominique. Al final de octubre la Comisión Interamericana de Derechos Humanos denunció arrestos arbitrarios, así como presiones indebidas contra las organizaciones de derechos humanos haitianas, que suscitaron protestas. Las condiciones de detención siguen planteando problemas. El 2 de diciembre, un motín ocurrido en la penitenciaría nacional dejó un saldo de ocho presos muertos, así como 54 heridos, incluidos cuatro guardias, según estadísticas proporcionadas por la Policía Nacional Haitiana. Los presos de Lavalas no se vieron afectados. 
Realizar elecciones libres y justas en 2005 sigue siendo la prioridad número uno del gobierno actual. La responsabilidad por el cumplimiento del proceso está en manos del Consejo Electoral Provisional (CEP), respaldado principalmente por la MINUSTAH y la OEA. Desde su creación el CEP ha sufrido crisis internas que condujeron a la renuncia de su Presidenta, Roselor Julien, el 8 de noviembre. La Iglesia Católica, a quien la Sra. Julien representaba en el CEP, designó recientemente a un sucesor. Debe tenerse presente que Fanmi Lavalas se rehusó a designar a un representante ante la institución.

Pese a esas dificultades internas, el CEP dio varios pasos. Con el respaldo de la MINUSTAH y de la Misión Especial organizó dos seminarios --el primero con partidos políticos y el segundo con la sociedad civil-- en los que se analizó el tema del voto de la diáspora, la participación de la mujer, el registro de votantes y la legislación electoral. La institución elaboró proyectos de enmiendas de la ley electoral, que serán presentados a los partidos políticos antes de que se publiquen, en virtud de decretos. Entre el 21 y el 27 de noviembre ocho miembros del CEP asistieron en México a un seminario de capacitación organizado por la OEA, la MINUSTAH y el Instituto Federal Electoral de México, sobre distintos aspectos del proceso electoral, con presentaciones de expertos de Panamá, El Salvador, la República Dominicana, México y Venezuela.

El monto agregado del presupuesto electoral es de US$43 millones; de esa suma, US$41 millones fueron comprometidos por donantes internacionales y US$2 millones por el gobierno provisional haitiano. Este presupuesto, sin embargo, no es suficiente para cubrir los costos de la campaña de educación cívica y la observación nacional e internacional. 

En total se registraron 91 partidos políticos en Haití. Desde los hechos de febrero surgieron varios nuevos partidos, como el MODEREH, encabezado por el ex Senador de Lavalas Dany Toussaint; Haïti Union 2002, dirigido por el ex Gobernador del Banco Central Bonivert Claude, anteriormente vinculado con el Mouvement pour l’Instauration de la Democratie en Haïti (MIDH), de Marc Bazin; el Rassemblement des Patriotes Haïtiens (RPH), encabezado por Anthony Dumont, ex miembro de Espace de Concertation, y Mobilisation pour le progrès d’Haïti (MPH), cuyo lanzamiento fue efectuado por Samir Mourra, en Cap Haïtien, el 16 de noviembre pasado. 

SITUACIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA

Pocos meses después de las inundaciones que provocaron más de 2.000 muertos en el sur del país, la tormenta tropical Jeanne desató lluvias torrenciales en el norte, el noroeste y la región de Artibonite los días 17 y 18 de septiembre. Las cifras definitivas de la catástrofe son las siguientes: 1.870 muertos, 884 desaparecidos, 2.620 heridos y miles de hogares destruidos o gravemente dañados. La ciudad de Gonaïves fue la más afectada por las inundaciones. Se estima en 300.000 el total de personas afectadas. Tras tomar conocimiento de las primeras noticias de las inundaciones, el RESG de la OEA acompañó al Primer Ministro Latortue, otros miembros del gobierno y el Representante Residente del PNUD en un reconocimiento aéreo de las zonas afectadas. Las autoridades haitianas establecieron un comité nacional conjunto para coordinar la distribución de ayuda humanitaria. La situación en los puestos de distribución dejó mucho que desear, y se informó de choques entre soldados de la MINUSTAH y delincuentes que trataban de apoderarse de suministros. La afluencia de ayuda humanitaria se vio dificultada por problemas de seguridad. El 26 de septiembre un convoy de vehículos fue atacado por bandidos y en octubre contenedores del Programa Mundial de Alimentos de las Naciones Unidas permanecieron bloqueados en el puerto de Puerto Príncipe por más de dos semanas. El 1 de octubre las Naciones Unidas lanzaron un llamamiento relámpago de emergencia, tendiente a obtener asistencia complementaria por un monto de US$32 millones; a principios de noviembre sólo se habían recibido US$10,6 millones. 

En el curso de una visita de solidaridad a Haití que tuvo lugar entre el 6 y 7 de octubre viajó a Gonaïves el Secretario General Miguel Ángel Rodríguez. Los acompañaron el RESG de la OEA, el Embajador Modeste; el RESG de las Naciones Unidas, Juan Valdés, y varios representantes del Gobierno provisional. El Secretario General aprovechó su viaje a Haití para entregar un cheque por US$25.000 a la Cruz Roja nacional, y destacó la contribución de materiales y dinero —alrededor de US$100.000— entregada por la Fundación Panamericana para el Desarrollo (FUPAD) para asistencia humanitaria, y la asistencia proporcionada in situ por la Organización Panamericana de la Salud (OPS/OMS). Anunció también que la Oficina de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente de la OEA colaboraría con el Banco Mundial en relación con un proyecto por un monto de US$13 millones para ayudar a comunidades vulnerables a prevenir desastres naturales y administrar la labor de reconstrucción de zonas devastadas.

RESPALDO INTERNACIONAL 

En la resolución 2058 se exhortaba a la comunidad internacional y a las instituciones financieras internacionales a hacer efectivos sus compromisos de fortalecer la democracia en Haití prestando apoyo a programas económicos y sociales, y a cumplir sus otras obligaciones, con el objeto de aliviar la pobreza que afecta a la mayoría de la población. En la Conferencia de Donantes Internacionales sobre Haití que tuvo lugar entre el 19 y el 20 de julio en Washington D.C. se lograron compromisos por más de mil millones de dólares. El desembolso de esos recursos por parte de la comunidad internacional ha sido lento, y se espera que la reunión del grupo de contacto de Haití que se llevará a cabo el 15 de diciembre en Washington, D.C. ayudará a corregir este problema.

MISIÓN ESPECIAL DE LA OEA 

La Misión Especial ha proseguido su labor en Haití conforme a las directrices generales establecidas por la resolución AG/RES. 2058, adoptada por la Asamblea General de la OEA el 8 de junio de 2004. Como ya se señaló, la Misión comenzó también a cumplir el mandato de la Asamblea General de 2004 de ayudar al CEP a preparar, organizar y supervisar las elecciones y proclamar los resultados, en cooperación con la MINUSTAH.

En el marco del programa especial de la OEA en este país, se iniciaron las actividades que tienen como finalidad, brindar un firme apoyo a la máxima autoridad electoral haitiana el Consejo Electoral Provisional CEP, en la organización y administración de las elecciones previstas para el 2005. 

En tal sentido, el equipo técnico del área electoral de la Secretaría General comenzó el diseño y ejecución de un programa de registro de electores que permitirá garantizar la inclusión de todo ciudadano haitiano apto para votar. Además el programa tiene previsto la emisión de un documento de identidad confiable y adecuado. Este esfuerzo también contempla la posibilidad de instalar posterior a las elecciones, una base de datos tecnológica y de información que permita, en lo máximo posible, la modernización y el fortalecimiento del actual sistema de registro civil de Haití. 

Adicionalmente, se ha previsto la posibilidad de brindar apoyo en la creación de un sistema informático para la inscripción de organizaciones políticas y de candidaturas, así como en el diseño de aplicaciones tecnológicas para la transmisión y divulgación de resultados electorales.

Seguridad

Han proseguido a un ritmo acelerado las actividades del programa de selección de personal de la Policía Nacional Haitiana (PNH), que comenzó en junio de 2004, tendiente a descartar a personas vinculadas con abusos de derechos humanos o tráfico de drogas ilícitas, dada la urgente necesidad de ampliar las filas de la PNH. Los cinco asesores técnicos asignados a este proyecto brindan respaldo a la PNH para profesionalizar sus procedimientos de contratación, principalmente ayudando a realizar entrevistas de aspirantes y verificar antecedentes. En los tres últimos meses fueron entrevistados e investigados 275 aspirantes (incluidos ex militares), para llenar las filas de la decimoquinta clase. Se inició el proceso de selección de 600 nuevos aspirantes para la decimosexta clase, que según lo previsto, comenzará a ser capacitada en diciembre. Se prevé que este proyecto se prolongue por un período de seis meses en 2005.

También en la esfera de creación de capacidad de la Fuerza de Policía Nacional de Haití, la Misión contrató a un asesor técnico destinado a prestar servicios al Director General de la PNH, como respaldo de sus funciones de gestión y comando, con el objetivo de consolidar las estructuras de liderazgo y supervisón y mejorar el desempeño de las unidades. Además, en colaboración con la Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional (CIDA), la Misión está diseñando un nuevo proyecto de capacitación gerencial para mandos de la PNH. Este último proyecto, enteramente financiado por la CIDA, debería comenzar en 2005.

En octubre la Misión Especial entregó el último lote de equipos adquiridos durante el año para atender las necesidades de la PNH. En total, la Misión proporcionó cerca de US$170.000 en suministros y equipos a diversos departamentos de la Policía Nacional (Inspección General, Personal), y financió reparaciones en las comisarías de policía de Hinche, Cap Haïtien y Gonaïves, dañadas durante los hechos de febrero de 2004. El 20 de noviembre el Subjefe de la Misión Especial viajó a Jacmel para solemnizar, junto con el Embajador canadiense, la renovación de la estación de Policía y la cárcel de la ciudad, realizada por la Misión Especial con una contribución financiera de Canadá. 
Gobernabilidad
Desde septiembre, 21 expertos haitianos trabajan en diversos ministerios en el marco de un proyecto de creación de capacidad en el Gobierno provisional, diseñado por la Misión Especial en cooperación con la Oficina del Primer Ministro. A través del proyecto se procura fortalecer la capacidad institucional del Gobierno de transición para diseñar políticas y mejorar la prestación de servicios básicos a la población. Se asignaron consultores a los Ministerios de Justicia, Comercio e Industria, de Juventud y Deportes y de Obras Públicas y a la Oficina del Primer Ministro.
Justicia y derechos humanos

En el ámbito de los derechos humanos, dada la situación actual, la Misión Especial ha proseguido, aunque en forma restrictiva, sus actividades de control, especialmente en Puerto Príncipe y en Cap Haïtien, donde la Misión Especial ha mantenido un asesor. No obstante, la Misión ha reorientado el enfoque de su labor, centrando la atención en actividades de capacitación y creación de capacidad para organizaciones de derechos humanos y entidades que patrocinan a sectores especialmente vulnerables de la sociedad civil, como las asociaciones para la promoción de derechos de la mujer. Una de las ramas de sus actividades consiste en familiarizar a esos grupos con el sistema interamericano de derechos humanos. La Misión proporcionó además materiales y respaldo técnico, por ejemplo a través de la donación de equipos a una organización nacional de derechos humanos y la adquisición de literatura especializada destinada a capacitación en derechos humanos.

La Misión Especial realizó un seguimiento de los procesos judiciales de notorias figuras del gobierno de Aristide ante la Corte de Primera Instancia y la Corte de Apelaciones; concretamente los casos de la detención del ex Primer Ministro Yvon Neptune, de los tres parlamentarios de Lavalas Yvon Feuillé, Rudy Hérivaux y Gérard Gilles, así como del Padre Gérard Jean-Juste, finalmente puesto en libertad el 29 de noviembre de 2004. La Misión Especial realizó también el seguimiento de los casos de jueces que han sido perseguidos o son objeto de intimidación. Además entrevistó a miembros de organizaciones de derechos humanos –NCHR, CARLI y POHDH– en relación con los jurados que habían absuelto a los acusados Louis Jodel Chamblain y Jackson Joanis en un juicio cuyos vicios fueron ampliamente denunciados, inclusive por parte de la Misión Especial de la OEA (véase el documento CP/doc.3942/04 corr. 1, del 24 de septiembre de 2004). Esas entidades formularon una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

La Misión Especial prosigue su labor con diferentes asociados en torno a la elaboración de proyectos de capacitación y fortalecimiento de los actores judiciales. En esta esfera la Misión ha proseguido los debates referentes al acuerdo entre la Asociación Nacional de Magistrados Haitianos, la Red Iberoamericana de Jueces y la Asociación de Magistrados de Chile, en cuanto al otorgamiento de becas para jueces haitianos en Chile. La Misión inició también debates con diferentes asociados, como el PNUD, para institucionalizar la asistencia jurídica en Haití utilizando un modelo con participación de universidades, el Colegio de Abogados, el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia.

Operaciones generales 

En otoño de 2004, la Misión Especial preparó dos importantes visitas provenientes de Washington. Del 9 al 11 de septiembre recibió a una delegación de diez miembros del Consejo Permanente de la OEA, encabezados por su Presidenta, la Embajadora Carmen Marina Gutiérrez, de Nicaragua, con el fin de evaluar la situación imperante en Haití y reafirmar “su convicción en que el único camino para construir un futuro mejor es el camino democrático, institucional, respetuoso de los derechos humanos y del pluralismo político, dentro del marco de la ley aplicada a todos de manera igualitaria”. A esos efectos la delegación se comprometió a “...apoyar directamente el inicio inmediato de un programa de registro ciudadano con miras no sólo a apoyar al Consejo Electoral Provisorio en la realización de elecciones libres y transparentes en 2005, sino también a la creación de un registro civil que ofrezca identidad y dignidad ciudadana a todos los haitianos, sin discriminación política, social o económica”, un compromiso que la Misión Especial ha comenzado a hacer efectivo. 

Como ya se mencionó, el 6 de octubre la Misión dio la bienvenida al Secretario General de la OEA Miguel Ángel Rodríguez, quien viajó para presentar el respaldo de la Organización y de sus organismos afiliados a las víctimas de la tormenta tropical Jeanne. El Secretario General aprovechó la ocasión para reunirse con los principales representantes de la clase política y de la sociedad civil haitiana, valiéndose de esa oportunidad para exhortar al diálogo entre todos los sectores haitianos. La Misión Especial ayudó también a coordinar la visita, entre los días 1 y 3 de septiembre, de una delegación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, encabezada por el Sr. Clare K. Roberts, Primer Vicepresidente y Relator para Haití, para evaluar la situación.

CONCLUSIONES
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Es preciso establecer un entorno de seguridad para lograr la estabilización económica del país y la realización de elecciones libres, justas y transparentes que ayuden a resolver la crisis política. Todas las partes interesadas de la sociedad haitiana –inclusive el Gobierno, los partidos políticos, la sociedad civil, las entidades religiosas y la comunidad internacional– deben promover la consolidación de un entorno de paz y seguridad basado en el respeto mutuo, la tolerancia y la búsqueda de intereses comunes y mutuos.

Todos los sectores de la sociedad haitiana deberían comprometerse a poner fin a la violencia como instrumento político y a colaborar con la MINUSTAH y con la Policía Nacional Haitiana para facilitar el ejercicio del control y la autoridad, por parte del Gobierno, sobre el territorio nacional mediante la participación en un programa creíble de desarme de todos los grupos armados ilegalmente, y a poner fin a la violencia de inspiración política, a los delitos graves y a las guerras de bandas delictivas.

Son características esenciales de un gobierno de transición la neutralidad política y el carácter inclusivo del sistema. El Gobierno debería hacer participar a todos los principales interesados que se hayan comprometido a abstenerse de la violencia en un proceso de consulta sobre el ejercicio de su autoridad, para contribuir a la estabilización del país. 

El Marco de Cooperación Provisional brinda la singular oportunidad de crear una firme asociación entre el Gobierno, la comunidad de donantes y todos los sectores de la sociedad haitiana, para colaborar mutuamente en beneficio del pueblo haitiano. Son prioridades esenciales la rápida creación de empleo para reducir la pobreza crítica y mejorar el acceso a los servicios básicos, la reconstrucción de la infraestructura del Estado y la creación de otras condiciones para la generación de inversiones. 
Debería ampliarse el programa que la OEA puso en marcha en junio de 2004 para fortalecer la capacidad del Gobierno de formular y ejecutar políticas a fin de reforzar aún más la capacidad institucional y la capacidad de absorción del Estado y así obtener acceso a los recursos comprometidos por la comunidad de los donantes internacionales.
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